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durante la formación de las Medidas de autorregulación de 1982 no fue intensa.  Por
consiguiente, sostiene que estas "medidas" están relacionadas de manera demasiado
tangencial con la JFTC para imputarlas al Gobierno japonés en el sentido del apartado b) del
párrafo 1 del artículo XXIII.  Además, aun en el supuesto de que quede probada la existencia
de una conexión suficiente con el Gobierno japonés, el Japón señala que las partes privadas
no consideran jurídicamente vinculantes las Medidas de autorregulación de 1982.  En la
medida en que estas partes no pueden libremente pedir a los proveedores que les envíen
personal volante, el Japón afirma que esto es consecuencia directa de la aplicación de la
misma Ley Antimonopolio y no de que las Medidas de autorregulación de 1982 puedan
asimilarse a una medida oficial.  Con respecto a las Normas de autorregulación de 1984, la
JFTC se limitó a responder a la consulta del Consejo de Promoción Leal del Comercio sobre la
licitud de estas Normas conforme a la Ley Antimonopolio y la Ley de Premios.  A criterio del
Japón, pues, las Normas de autorregulación de 1984 no son imputables al Gobierno japonés
porque la relación de la JFTC con estas normas es demasiado lejana.  Examinamos
cuidadosamente nuestras constataciones sobre esta cuestión a la luz de los argumentos
planteados, pero no nos convencimos de que fuera necesario modificarlas en armonía con la
postura del Japón.

9.24 El Japón objeta en general la conclusión del Grupo Especial de que los códigos de
competencia leal y las actividades concretas de los consejos de comercio leal constituyan
medidas gubernamentales en el ámbito del apartado b) del párrafo 1 del artículo XXIII.  En
particular, el Japón señala que la aprobación de un código de competencia leal por parte de la
JFTC no entraña ninguna delegación de facultades cuasigubernamentales a un órgano
privado como es un consejo de comercio leal.  Además, según el Japón, la aprobación de la
JFTC no concede inmunidad frente a las disposiciones sustantivas de la Ley Antimonopolio y
las actuaciones concretas que queden fuera del código son plenamente impugnables
conforme a dicha Ley.  El Japón reitera también su argumento de que un consejo de comercio
leal no goza de ninguna facultad sobre quienes no sean miembros suyos, los cuales no están
obligados a afiliarse al consejo.  En opinión del Japón, un gobierno no debe ser tenido por
responsable de ninguna actuación de asociaciones privadas meramente por el hecho de la
aprobación que haya dado en ciertos aspectos.  Tras haber reexaminado nuestro análisis de
esta cuestión, no vemos razón alguna para modificar nuestro razonamiento sobre estos
puntos.

9.25 Además, el Japón solicita al Grupo Especial que formule una constatación explícita de
que el Código de Competencia Leal de los Minoristas sólo abarca las cámaras y los productos
conexos pero no es aplicable a las películas ni al papel fotográfico.  El Japón observa que -
prescindiendo de si un código de competencia leal debe o no asimilarse a una medida
gubernamental- la JFTC está facultada para interpretar el alcance de la aprobación concedida
conforme a la Ley de Premios y nunca ha permitido ni tiene intención de permitir que el
Código de los Minoristas se aplique a las películas o el papel.  Además, el Japón aduce que la
declaración de un miembro del sector citada en Zenren Tsuho ("[...] me esforzaré para que los
materiales fotosensibles y el revelado y la obtención de copias queden comprendidos en el
código") demuestra que el Código de los Minoristas no era aplicable a las películas o el papel
fotográficos.  Consideramos, empero, que las pruebas presentadas no eran concluyentes y
decidimos suponer simplemente que el Código de los Minoristas podía también aplicarse a
las películas y el papel fotográficos.

9.26 En nuestro examen de las pretensiones formuladas invocando el artículo III,
razonamos que las expresiones leyes, reglamentos y prescripciones de ese artículo debían
interpretarse en el sentido de que abarcaban una gama análogamente tan amplia de
actuaciones públicas, y de actuaciones de partes privadas susceptibles de ser asimiladas a las
actuaciones públicas, como las actuaciones comprendidas en el término medida en el apartado




